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. Constitución y Art. 1 C ci.

. jerarquía.
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. Constitución y Art. 1 C ci.

      Dice la Constitución en su artículo 9 párrafos 1 y 3;

"Los ciudadanos y los poderes públicos están sujetos a la Constitución y al resto del ordenamiento jurídico.".
"La Constitución garantiza el principio de legalidad, la jerarquía normativa, la publicidad de las normas, la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no favorables o restrictivas de derechos individuales la seguridad jurídica, la responsabilidad y la interdicción de la arbitrariedad de los poderes públicos.".

      El Art. 25 p 1 por su lado declara que:

"Nadie puede ser condenado o sancionado por acciones u omisiones que en el momento de producirse no constituyan delito, falta o infracción administrativa, según la legislación vigente en aquel momento".

      Añadiendo el párrafo 3 que "La administración civil no podrá  imponer sanciones que, directa o subsidiariamente impliquen privación de libertad.".

      Por su lado el Código Civil, declara en su articulo 1:

"Las fuentes del ordenamiento jurídico español son la ley, la costumbre y los principios generales del derechos.

Carecerán de validez las disposiciones que contradigan otra de rango superior.

La costumbre solo regir  en defecto de ley aplicable siempre que no sea contraria a la moral o al orden publico y que resulte probada.

Los usos jurídicos que no sean meramente interpretativos de una declaración de voluntad tendrán la consideración de costumbre.

Los principios generales del Derecho se aplicaran en defecto de ley o costumbre sin perjuicio de su carácter informador del ordenamiento jurídico.

Las normas jurídicas contenidas en los tratados internacionales no ser n de aplicación directa en España en tanto no hayan pasado a formar parte del ordenamiento interno mediante su publicación integra en el Boletín Oficial del Estado.

La jurisprudencia complementara el ordenamiento jurídico con la doctrina que de modo reiterado establezca el Tribunal Supremo al interpretar y aplicar la ley, la costumbre y los principios generales del Derecho.

Los jueces y tribunales tiene el deber inexcusable de resolver en todo caso los asuntos de que conozcan ateniéndose al sistema de fuentes establecido.".

      En cualquier caso el órgano jurisdiccional esta autorizado para basar sus decisiones en fundamentos jurídicos distintos de los utilizados por los contendientes, siempre que no se innove la acción ejercitada (TS 12 de Noviembre de 1985 y 23 de Octubre de 1990.).

.  jerarquía.

      En cuanto a la jerarquía de estas fuentes entre si cabe sentar:

       1) En primer lugar son de aplicación los Tratados constitutivos de las Comunidades Europeas y la legislación de ellos derivadas; Reglamentos (tanto del Consejo de Ministros o de la Asamblea como de la Comisión) Directrices y Decisiones.

       El Tribunal de Justicia de las Comunidades ha sentado en numerosas ocasiones que los Estados no pueden hacer prevalecer una medida unilateral sobre el derecho comunitario (as¡ la sentencia de 8 de Febrero de 1973 solo a titulo de ejemplo y ente otras muchas) y ni siquiera cabe invocar las disposiciones nacionales de rango constitucional frente a una norma de derecho comunitario (Sentencia de 17 de Diciembre de 1970).

       Esta prevalencia no se daría sin embargo por aplicación del principio de jerarquía sino por aplicación del principio de competencia ya que al ingresar en las comunidades Europeas el Estado miembro ha perdido su capacidad para regular las materias que son objeto del derecho comunitario.

       2) En segundo lugar son de aplicación los preceptos constitucionales que cuando resulten en contradicción con los preceptos de los tratados constitutivos de las Comunidades perderán su eficacia.

       3) Las Leyes orgánicas no entran en conflicto de jerarquía con otras leyes, su relación se basa también en el principio de competencia.

       Por ello entendemos que cuando por ley se regulan materias propias de ley Orgánica, simplemente la Ley es inconstitucional y debe de procederse a su inaplicación, aunque la materia no se halle regulada por norma alguna de rango orgánico.

       4) Los tratados internacionales que solo hayan sido aprobados por ley, plantean el problema de si pueden ser modificados por otras les tramitadas conforme a procedimiento ordinario aun cuando en el tratado se haya previsto un procedimiento especial de revisión.

       Variante del mismo problema seria el caso de varios tratados, aprobados simplemente por ley, con distintos procedimientos de modificación y contradictorios entre si en su contenido.

       5) En cuanto a los Estatutos de autonomía, incorrectamente prevé la Constitución que tengan fuerza de Ley Orgánica con lo que parece conferirles la fuerza de tal. Realmente nos hallamos ante otro supuesto en el que regir  no el principio de jerarquía normativa sino el de competencia; Los Estatutos ni serán inferiores ni superiores a una ley orgánica; simplemente regularan materias distintas a las contenidas en aquellas.

       Su modificación en cambio solo podrá  llevarse a cabo mediante las formalidades previstas en el mismo Estatuto.

       La jerarquía de normas autonómicas se regir  por la normativa propia de la comunidad autónoma.

       6) El resto de las disposiciones normativas se ajustaran a la escala que prevé el artículo 23 de la Ley de Régimen jurídico de la administración del Estado, a caber; primero Decretos, segundo ordenes acordadas por las Comisiones Delegadas del gobierno y tercero demás disposiciones según el grado de jerarquía de la autoridad que las haya dictado.

LA LEY: CONCEPTO.

. concepto.

       En un sentido general Ley equivale a norma jurídica comprendiendo tanto a las leyes naturales como a las positivas y dentro de estas últimas a todas las normas legales que se incluyan en el ordenamiento jurídico, así la costumbre o los principios generales del Derecho.

       En un segundo concepto más estricto Ley equivale a la norma positiva que se caracteriza por su origen estatal y su forma escrita y en cierto modo solemne. Se contrapone desde este punto de vías la ley y la costumbre.

       En su acepción más restringida, Ley es una norma estatal y escrita de especial importancia y rango que se diferencia de las demás normas estatales por su procedencia.

CARACTERES.

. caracteres.

       a) Racionalidad, que en nuestro ordenamiento puede traducirse como sujeción a la norma Constitucional.

       b) Obligatoriedad.

       c) Requisito extrínseco es la promulgación o publicación.

Y CLASES.

-------------------------------------------------------

. formales y materiales.

. tipos.

* Leyes Orgánicas.

* Leyes ordinarias.

* Decretos Legislativos y

* Decretos Ley.

+ ¿caben en autónomas?.

+ ¿efectos si no se ratifican?.

+ Caso de que ni se apruebe ni se ratifique.

. potestad reglamentaria.

* caso de las normas dictadas fuera de plazo.

* ¿Cabe prescindir del tramite de Audiencia?.

-------------------------------------------------------

. formales y materiales.

       a) Una primera distinción separa entre leyes materiales y formales.

       Las primeras son aquellas que establecen normas o preceptos jurídicos, en tanto que las formales no crean derecho objetivo y solo contienen actos concretos de autoridad; a este tipo pertenecen pues los actos administrativos aun cuando se aprueben en virtud de una ley formal. Sin embargo doctrinalmente no hay acuerdo a la hora de determinar cuando una ley pertenece a un grupo u otro.

. tipos.

       b) Pero la clasificación mas importante es la que separa entre:

* Leyes Orgánicas.

* Leyes ordinarias.

* Decretos Legislativos y

* Decretos Ley.

       En cuanto a las Leyes orgánicas solo nos ocuparemos del problema relativo a la fuerza que pueda tener una ley aprobada por las Cortes con tal rango cuando la materia que regula no sea propia del mismo. Tomas Ramón Fernández (en su libro Las Leyes Orgánicas y el bloque de la constitucionalidad. Editorial Cívitas. 1 Edición. 1981, Pág. 61) sostiene que;

"...el error si se produce determina inevitablemente la inconstitucionalidad de la Ley a que afecta. Si el error es por defecto (ley ordinaria que regula materias propias de Ley orgánica), la inconstitucionalidad es evidente, supuesto que en ese caso se están eludiendo los rigores y garantías con que la Constitución, por una razón u otra, ha querido proteger aquellas. Si es por exceso (regulación por Ley orgánica de materias que, de acuerdo con la Constitución no exigen este tratamiento) la infracción del texto fundamental es igualmente evidente y de gravedad no menor, ya que con ello se sustraen, en la medida misma del exceso, y por tiempo indefinido (recuérdese al respecto lo que se dijo más atrás) competencias que la Constitución atribuye la legislador ordinario estatal o territorial o, incluso, al Gobierno, trastocándose así todo el sistema de distribución del poder ideado por aquéllas y el necesario equilibrio interno del mismo.".

       Respecto a las leyes ordinarias nos remitimos a los arts 87, 89, 90 y 91 de la Constitución. Téngase sin embargo en cuenta que no cabe el que las Cortes aprueben la necesidad de quorums especiales para su modificación.

       Referente a los Decretos legislativos recordemos que en sentencia del TS de 16 de Mayo de 1963 referida a la Ley de Bases del C. Ci, el TS sentó que estas no son directamente aplicables, rigiendo el C ci en caso de contradicción y teniendo aquellas solamente un valor interpretativo.

       Por último en cuanto a los Decretos Leyes sin perjuicio de que como en los casos anteriores nos remitimos a lo dispuesto por la Constitución Española, traeremos a colación 3 problemas:

    1) ¿Será  o no admisible la figura del Decreto-Ley en las Comunidades cuyos estatutos no Autonomía nada prevean al respecto?.

    HERRARTE opina que Si basándose para ello en una posible aplicación analógica de las normas que regulan la figura a nivel estatal y en que las razones de urgencia que justifican este tipo de norma pueden darse tanto a nivel nacional como de Comunidad Autónoma.

    CAZORLA, por el contrario opina que si la figura no es regulada en el respectivo estatuto NO  ser  admisible y alega que las razones de urgencia no pueden justificarse a nivel autonómico pues los estatutos son unicamerales y a nivel estatal el paso de las leyes por el Senado impide su r pida publicación.

    En cambio todos los autores admite la posibilidad de Leyes Base y de Decretos Legislativos a nivel autonómico, aunque el respectivo Estatuto nada diga al respecto.

    2) Cuando el Congreso niega la ratificación a un Decreto Ley, este ¿deja de surtir efectos desde que se negó la ratificación o serán nulos todos los que haya surtido desde que se dicto por el Gobierno?.

    En opinión de GARCÍA DE ENTERRIA los efectos producidos entre la publicación del Decreto Ley y el momento en que la Cámara Baja niega su ratificación despliegan todas sus consecuencias y no son anulados.

    La ley española nada dice al respecto, al contrario de la Constitución Italiana donde se sienta que "las Cámaras pueden, sin embargo, regular mediante Ley las relaciones jurídicas surgidas sobre la base de Decretos-leyes no convalidados.".

    3) ¿Que ocurrirá  si en el plazo de 30 días que el artículo 86 de la Constitución establece para proceder a la revisión parlamentaria el Congreso no llega a adoptar formalmente decisión alguna.?.

    Todos los autores se pronuncian en el mismo sentido; el Decreto Ley perder  toda eficacia. Esta solución se preveía expresamente en el Anteproyecto de Constitución Española de 1978 y formalmente es hoy acogido por la Constitución Italiana.

. potestad reglamentaria.

       Como antes hemos dicho Ley en sentido amplio es toda norma integrante del ordenamiento jurídico y no solo las dictadas con ciertas formalidades, fuera pues del concepto estricto de ley nos hallamos ante infinidad de normas reglamentarias que plantean numerosos problemas. Vamos algunos.

       a) ¿Que ocurre con las normas reglamentarias dictadas por el poder ejecutivo sin respetar los plazos que para ello le otorga la ley a la que se reglamenta.?. 

       Es el típico caso en que una ley habilita al Gobierno para que en el plazo de, pongamos por ejemplo, un año dicte el reglamento que la desarrolle, ¿que ocurrir  pasado ese plazo sin que el poder ejecutivo haya cumplido con la obligación legal de desarrolla la norma mediante reglamento?.

       Ignacio de Otto (Derecho Constitucional. Sistema de fuentes. Editorial Ariel. Barcelona 1987 p g. 222) destaca que el Art. 97 de nuestra norma constitucional atribuye al gobierno el ejercicio de la potestad reglamentaria, y dice:

"Se establece así, un vínculo directo Constitución-Reglamento que elimina en el plano de la fundamentación la mediación de la Ley".

    Y como dice el profesor Julio V. González (Ejercicio de la potestad reglamentaria fuera de plazo. Derecho Administrativo sancionador y participación ciudadana. La Ley. 10 de Enero de 1992);

"...cuando el Gobierno dicta una Reglamento para la ejecución de una ley, lo esta haciendo no en virtud de la habilitación que se le suele conceder en las disposiciones finales de las leyes, sino en virtud de esa potestad reglamentaria que la Constitución le atribuye directamente".

    Consecuentemente el dictar un reglamento fuera del plazo legal que la norma haya previsto para ello podrá  suponer la obligación estatal de indemnizar al particular los daños y perjuicios que le haya ocasionado el retraso en la publicación de la norma reglamentaria, pero no ningún caso comportar  la nulidad de esta.

       b) ¿Es necesario cumplir con el trámite de audiencia pública a los interesados, previsto en el Art. 130.4 de la Ley de Procedimiento Administrativo, para poder promulgar una norma de carácter general?.

       El TS se ha mostrado vacilante al respecto:

1) La sentencia de 29 de Diciembre de 1986 se inclina claramente por la nulidad en un caso en que se había omitido el trámite de audiencia, calificando su omisión como vicio esencial del procedimiento de elaboración de la norma con lo cual esta deviene nula.

2) En cambio la sentencia de 28 de Enero de 1988 dice que:

"basta con leer los términos en que está  redactado el Art. 130.4 de la Ley de procedimiento Administrativo para comprender que la discrecionalidad administrativa para acordar su petición es máxima. Luego por esta causa no puede anularse.".

       La tesis jurisprudencial más moderna parece inclinarse por la necesidad de que sea concedida audiencia y así la sentencia de la Sala 3 de 24 de Septiembre de 1991 recuerda que en esta dirección se han inclinado:

"...las sentencias de 7 de Julio, 25 de Septiembre de 1989 y la muy reciente de 21 Noviembre 1990. En esta última se distingue a las asociaciones cuya función consiste en la defensa y promoción de sus intereses económicos y sociales (sindicatos de trabajadores y asociaciones empresariales, Art. 22 CE) y a los Colegios profesionales con una finalidad paralela (Art. 36 CE.), de otras asociaciones que amparadas también en el Art. 22, persiguen fines variados por elección de sus asociados. Respecto a las primeras la Administración pública tiene, evidentemente, un previo conocimiento de la existencia de las mismas y sus fines y no puede dejar de contar con ellas ni desconocer su interés directo en particular en la elaboración de las disposiciones generales.".
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. efectos en los procesos de inconstitucionalidad.

    Los efectos de las sentencias dictadas en procedimientos de inconstitucionalidad o a resultas de una cuestión de inconstitucionalidad, los regulan los arts 38 a 40 de la L.T.C conforme a las cuales;

a) Las desestimatorias impiden cualquier planteamiento ulterior de la cuestión en la misma vía, fundado en infracción de idéntico precepto constitucional.

b) Las Estimatorias declaran la nulidad de los preceptos impugnados así como la de aquellos otros de la misma Ley, disposición o acto con fuerza de Ley a los que deba extenderse por conexión o consecuencia (Art. 39 p 1).

    Respecto a las sentencias ya dictadas al amparo de la norma cuya nulidad se declara, el Art. 40, reza;

"1. Las sentencias declaratorias de la inconstitucionalidad de Leyes, disposiciones o actos con fuerza de Ley no permitir n revisar procesos fenecidos mediante sentencia con fuerza de cosa juzgada en los que se haya hecho aplicación de las Leyes, disposiciones o actos inconstitucionales, salvo en el caso de los procesos penales o contencioso-administrativos referentes a un procedimiento sancionador en que, como consecuencia de la nulidad de la norma aplicada, resulte una reducción de la pena o de la sanción o una exclusión, exención o limitación de la responsabilidad.

2. En todo caso, la jurisprudencia de los Tribunales de Justicia recaída sobre Leyes, disposiciones o actos enjuiciados por el Tribunal Constitucional habrá de entenderse corregida por la doctrina derivada de las sentencias y autos que resuelvan los recursos y cuestiones de inconstitucionalidad.".

. efectos de las sentencias en recursos de amparo.

    Declara el Art. 55 de la misma Ley que la sentencia que otorgue el amparo contendrá  alguno o algunos de los pronunciamientos siguientes:

a) Declaración de nulidad de la decisión, acto o resolución que hayan impedido el pleno ejercicio de los derechos o libertades protegidos, con determinación en su caso de la extensión de sus efectos.

b) Reconocimiento del derecho o libertad publica, de conformidad con su contenido constitucionalmente declarado.

c) Restablecimiento del recurrente en la integridad de su derecho o libertad con la adopción de las medidas apropiadas, en su caso, para su conservación.".

    Respecto a este segundo grupo de sentencias el problema mas discutido ha sido si vinculan a no a los tribunales ordinarios.

    El TS se ha pronunciado en sentido negativo en su sentencia de 10 de Enero de 1995 (A 10007); se trataba de un caso en que había de decidirse si se inadmitía una recurso de casación por falta de fundamentación, sin hoy a la partes que lo había interpuesto, y pese a existir una sentencia del Tribunal Constitucional que declara la obligatoriedad de ello, el TS dice:

"En trance ya de decidir sobre el posible efecto vinculante y con proyección de futuro de la sentencia del Tribunal Constitucional citada al principio (era una sentencia dictada en recurso de amparo) sobre otros recursos de casación pendientes de admisión, el Pleno de los Magistrados de esta Sala celebrado el 22 septiembre 1994 ha decidido no apreciar tal vinculación, criterio al que evidentemente se va a tener la Sala de admisión y ello por las siguientes razones: primera, que se trata de una sentencia recaída en un recurso de amparo, carente del efecto frente a todos que producen las declaratorias de inconstitucionalidad de una ley o de una norma con fuerza de ley y todas las que no se limiten a la estimación subjetiva de un derecho (artículo 164.1 de la Constitución en relación con los artículos 38, 54 y 55 de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional); segunda, que aun admitiendo que con la expresión "en todo tipo de procesos" que el Art. 5.1 de la Ley Orgánica del Poder Judicial se este refiriendo también a los recursos de amparo, la vinculación de los jueces y Tribunales se ordena respecto de los preceptos y principios constitucionales conforme a su interpretación por el Tribunal Constitucional, no respecto de la interpretación que este haga de una norma de legalidad procesal ordinaria cual es el articulo 1710.1.3 de la Ley de Enjuiciamiento Civil; tercero, que la Sentencia del Tribunal Constitucional 212/1994, al abordar el examen de la esta norma, entre en contradicción no solo con la reiteradísima doctrinal del Tribunal Constitucional que en innumerables resoluciones declara no ser misión suya la interpretación de la legalidad ordinaria, sino también con aquella otra, mas directamente relativa al recursos de casación civil, que reafirma la libertad del Tribunal Supremo para interpretar con mas o menos rigor los requisitos legales del acceso a la casación....".

    Esta posición es harto discutible y recurriendo en amparo quien ve desestimada la admisión de su recurso de casación, pensamos que el Tribunal Constitucional dictara de nuevo sentencia manteniéndose en su tesis por lo que rechazar su interpretación lleva al absurdo de dilatar injustificadamente la administración de la justicia.
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